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PROYECTO DE LEY QUE REEMPLAZA EL DL 600: 
¿GARANTIA SUFICIENTE? 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 
 
En 1974 se dictó el DL 600 que consagra una serie de garantías para el inversionista 
extranjero, con el fin de reducir los riesgos institucionales que pudieran afectar la 
rentabilidad de proyectos, principalmente los que requieren de alta inversión, y 
rentan en el largo plazo. Si bien con el tiempo, la estabilidad y prestigio ganado por el 
país llevó a algunos a morigerar la importancia del instrumento, sigue siendo cierto 
que, aún en estas circunstancias, no mantenerlo induce a suspicacias que pueden 
resultar relevantes para un inversionista que enfrenta varias alternativas.  
 
De esta manera, el impulso de fomentar la Inversión Extranjera Directa (IED) en Chile 
con la dictación del primer texto del DL 600 ha ido tomando importancia a lo largo de 
las décadas. De acuerdo a las estadísticas del Banco Central, durante el período 
enero a diciembre de 2014, ingresaron a Chile US$ 23.302 millones en IED,  lo que 
implica un incremento del 15% (en comparación con la cifra de 2013 (US$ 20.258 
millones), de la cual, más de un 30% se internó al amparo del DL 600i.  
 
Por su parte, los resultados en Chile contrastan con el contexto regional, en que los 
flujos de IED hacia Latinoamérica y el Caribe tuvieron una baja de 19% en el mismo 
período, y a nivel global también se registró una baja de 8%, según proyecciones de 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD) dadas a 
conocer en enero pasado.  

 Desde 1974 existe el Estatuto de Inversión Extranjera consagrado en el DL 600, que establece una 
serie de garantías para el inversionista extranjero. 
 

 Con la Reforma Tributaria se asumió el compromiso de crear una nueva institucionalidad que 
dejará sin efecto el DL 600 y que debe promulgarse este año para entrar en vigencia a partir del 1 
de enero de 2016.  

 

 La nueva institucionalidad propuesta otorga menos garantías que la anterior -especialmente en 
lo que se refiere al marco jurídico general que se otorga al inversionista-, y se eliminan los 
derechos que hoy se otorgan a ciertos proyectos mineros grandes, lo cual presenta una señal 
confusa en un contexto económico de profusión de legislación reformista.  

 
 
 
 
 
 

PRINCIPIO LYD: 
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El proyecto original de la Reforma Tributaria contemplaba la derogación del Estatuto 
de Inversión Extranjera, aduciendo que “la estabilidad institucional de nuestro país 
nos permite tomar esta decisión sin afectar las inversiones extranjeras”ii. Esto fue 
debatido por quienes no querían ver un deterioro en el nivel de IED en Chile, 
importante para el desarrollo económico del paísiii, y finalmente se logró que el 
Protocolo de Acuerdo firmado en el Senado quedara plasmado en el artículo 23 
transitorio de la Ley 20-780 sobre Reforma Tributaria antes aludida.iv 
 
GARANTÍAS CONSAGRADAS EN EL DL 600 VIGENTE 
 
El estatuto vigente consagra garantías de diversa índole para el inversionista, las 
cuales podemos clasificar en: 
 
a) Garantías Cambiarias 
i. Acceso al mercado cambiario formal; 
ii. Libre transferencia al exterior del capital una vez transcurrido un año desde la 
fecha de su respectivo ingreso y de las utilidades líquidas que éstos originen en 
cualquier momento. 
 
b) Garantías Jurídicas 
i. Posibilidad de solicitar al Comité de Inversiones Extranjeras que se elimine la 
discriminación contenida en normas jurídicas que consideren discriminatorias dentro 
del plazo de un año desde la dictación de estas últimas; 
ii. Suscripción de un Contrato Ley, entre el Estado y el inversionista extranjero, en el 
cual quedan plasmadas las garantías antes enumeradas. 
 
c) Garantías Tributarias 
A través del DL 600, el inversionista extranjero puede optar por un impuesto del 42% 
en vez del Impuesto Adicional de tasa (35%). En este caso, la tasa quedará fija por un 
período de 10 años, el cual podrá ser aumentado a un máximo de 20 años en el caso 
de inversiones industriales o extractivas de US$ 50 millones o másv. El inversionista 
también puede optar por abandonar el régimen especial y, en consecuencia, pagar el 
Impuesto Adicional de acuerdo a las normas comunes, pero una vez ejercida esta 
opción no puede volver atrás. Además, el inversionista puede optar  por el 
"congelamiento" o fijación del IVA y del régimen arancelario aplicables a la 
importación de maquinas y equipos que no se produzcan en el país.  

La nueva 

legislación 

propuesta no 

mejora la 

situación 

anterior del 

inversionista. 

Aún más, le resta 

una alternativa que 

estaba abierta ante 

una mayor 

percepción de 

riesgo. 
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En el año 2005, por la Ley 20.026, con el fin de otorgar nuevos derechos durante 
un máximo de 15 años para las inversiones mayores a US$ 50.millones destinadas 
a proyectos minerosvi, se otorgaron los siguientes derechos: 

 Mantener invariables las normas legales vigentes a la fecha de suscripción del 
respectivo contrato en lo relativo al Impuesto Específico a la Actividad 
Mineravii.  

 No estarán afectos a cualquier nuevo tributo, incluidas las regalías, cánones o 
cargas similares, específicas para la actividad minera, que se establezcan luego 
de la fecha de suscripción del contrato de inversión extranjera respectivo, que 
tenga como base o considere en la determinación de su base o monto los 
ingresos por actividades mineras o las inversiones o los bienes o derechos 
utilizados en actividades mineras. 

 Invariabilidad en los montos o forma de cálculo para las patentes de 
exploración minera y las patentes de explotación minera vigentes a la fecha de 
suscripción del contrato de inversión extranjera, y que las haga más gravosas.  

GARANTÍAS CONSAGRADAS EN EL PDL MARCO DE INVERSIÓN EXTRANJERA 
 
El PDLviii consagra también garantías a favor del inversionista extranjero: (i) acceso al 
Mercado Cambiario Formal y derecho a repatriación de capitales y utilidades; (ii) no 
discriminación arbitraria; (iii) exención de IVA en importación de bienes de capital y 
(iv) régimen excepcional de nuevos contratos de inversión extranjera, con 
invariabilidad tributaria, por período de 4 años con una tasa total efectiva de 44,45%. 
 
Llama la atención la pérdida de dos órdenes de beneficios: a) por un lado los que 
dicen relación con la invariabilidad tributaria, en que simplemente se suprime; y, b) 
que el Estado de Chile ya no suscribe un contrato-ley con el inversionista extranjero, 
sino que simplemente queda sometido a la legislación común vigente en Chile, sujeta 
a las variaciones y modificaciones que se aplican a la legislación común. 
 
Respecto de la invariabilidad tributaria, hace ya mucho tiempo, una buena cantidad 
de inversionistas extranjeros que pactaron invariabilidad tributaria en sus respectivos 
contratos de inversión extranjera, han ido renunciando a dicha  invariabilidad por ser 
más atractiva la tasa de tributación general (carga efectiva de 35%). Esto,  
especialmente en el marco de una legislación tributaria estable en que la carga 
tributaria efectiva para el inversionista extranjero (esto es, sin domicilio ni residencia 
en Chile) fue de 35%, quedando en la actualidad muy pocos inversionistas que estén 
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sujetos a esta invariabilidad tributaria. Lo anterior, sin duda podría interpretarse 
como un beneficio de orden más bien nominal, por cuanto pocos lo solicitan. 
 
En este sentido, la nueva legislación propuesta no mejora la situación anterior del 
inversionistaix, aún más, se les resta una alternativa que siempre estaba abierta ante 
una mayor percepción de riesgo en la materia. Lo anterior no ocurre con las garantías 
adicionales existentes respecto de los grandes proyectos mineros mencionados 
precedentemente, en que todos los inversionistas que pueden optar a dicho 
beneficio lo suscriben y lo han mantenido.  La supresión de esta invariabilidad da una 
señal confusa al inversionista minero, ya que es una garantía que claramente le atrae, 
y la minería ha sido -por lejos- el mayor destino de la IEDx. 
 
Desaparece el “Contrato Ley”. Desde la perspectiva jurídica, sin embargo, el 
inversionista extranjero pierde una garantía central, la garantía de respeto a las 
condiciones en que se efectúa la inversión mediante la suscripción del contrato-ley 
de inversión extranjera. Es cierto que un contrato-ley no se identifica con una 
economía abierta en que es el mercado el que dicta las condiciones en que se 
desarrolla la actividad económica. No obstante, las señales políticas del gobierno, 
parecieran ir apuntando a un mayor intervencionismo estatalxi.  De hecho, la Reforma 
Tributaria trajo consigo una fuerte incertidumbre aparejada de una desaceleración 
de la economía de la cual no nos recuperamos del todo. Ese mismo proyecto 
proponía la derogación del DL 600, dando así una señal que claramente es perjudicial 
en la atracción de IED a nuestro país.  Estimamos que la información para el potencial 
inversionista es confusa, pues por una parte se hacen esfuerzos para atraer IED al 
país, realizando actividades como el “Chile Day” en que participa la mismísima 
Presidenta, y en forma en paralela se derogan los instrumentos jurídicos cuya 
finalidad es justamente garantizar esa tranquilidad al inversionistaxii. 
 
INVERSIONISTA EXTRANJERO 
 
Se considera inversionista extranjero para efectos del DL 600: a) Personas naturales y 
extranjeras; b) Personas jurídicas extranjeras; y c) Personas naturales y jurídicas 
chilenas con residencia y domicilio en el exterior. La calidad de inversionista se 
obtiene al realizar la inversión y suscribir un contrato de inversión extranjera con el 
Estado de Chile.  
 
Por su parte, en el PDL se describe al inversionista extranjero como “toda persona 
natural o jurídica constituida en el extranjero, no residente ni domiciliada en Chile, 
que transfiera capitales a Chile” de acuerdo a la forma prescrita por el mismo PDL. 

Desde la 

perspectiva 

jurídica, el 

inversionista 

extranjero 

pierde la 

garantía del 

respeto a las 

condiciones 

en que se 

efectúa la 

inversión. 
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Se aprecia que no hay una diferencia sustancial en cuanto a la definición del 
inversionista extranjero. Tanto en el DL 600 como en el PDL se excluyen a las 
personas naturales o jurídicas con domicilio o residencia en Chile.   
 
La intención del legislador siempre ha sido excluir al inversionista nacional 
(domiciliado o residente) del estatuto, y es una materia controlada por el Comité de 
Inversiones Extranjeras (CIE) previo a la suscripción del contrato. El cambio de la 
institucionalidad propuesto por el DL 600, debilita este control y facilita que "los 
locales se disfracen de extranjeros”xiii. 
 
NUEVA INSTITUCIONALIDAD 
 
Se propone una nueva institucionalidad aplicable a la Inversión Extranjera, que 
contiene los siguientes puntos fundamentales: 
 

a) Adopción de una Estrategia Nacional de Fomento y Promoción de la IED por el 
Presidente de la República, incluyendo diagnóstico, objetivos, brechas y líneas 
de acción. 

b) Conformación de un Comité de Ministros para elaborar la Estrategia Nacional 
y asesorar al Presidente de la República en materias vinculadas al fomento y 
promoción de la IED. 

C) Creación de una Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera (API)– que 
reemplazaría al Comité de Inversiones Extranjeras-, cuya misión será 
implementar la Estrategia Nacional, promover y atraer IED al país, y ser el 
continuador legal del CIE respecto del stock de inversiones amparadas bajo el 
DL 600.  Además, estará a cargo de la coordinación con organismos públicos y 
vinculación público-privada. Recopilación de información y estadísticas sobre 
IED, pudiendo solicitar información a órganos públicos, privados e 
inversionistas, y la certificación de la calidad de Inversionista Extranjero. 

 
Esta nueva institucionalidad es muy similar a lo que hoy hace el Comité de 
Inversiones Extranjeras; sin embargo, hacemos presente que los planes informados 
por el CIE incluyen gastar más recursos para abrir oficinas en el exterior, etc., siendo 
la rentabilidad de estos esfuerzos muy discutible. 
 
En forma transitoria y opcional por un período de 4 años, se confiere a los 
inversionistas extranjeros la posibilidad de suscribir con la API (Agencia de Promoción 
de la inversión Extranjera) nuevos contratos de inversión extranjera, con los derechos 
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y obligaciones que contempla el DL 600, que incluye la opción de invariabilidad 
tributaria por una tasa total de 44,45%, acorde al incremento de tasas impositiva 
contemplado en la Reforma Tributariaxiv. 
 
Derechos Adquiridos: Para fines de certeza jurídica, el PDL deja constancia que los 
capitales ingresados bajo el DL 600 mantendrán todos los derechos y garantías 
reconocidas en los contratos de inversión extranjera y por los plazos convenidos. La 
API ejercerá atribuciones en materia de información, registro, autorizaciones y 
control asociadas a ese stock de inversiones. 
 
CONCLUSIONES 
 
Se observa en el cambio de institucionalidad una mayor injerencia del Estado en la 
promoción de la Inversión Extranjera Directa, pero a su vez, un debilitamiento para 
las garantías legales del inversionista extranjero, lo cual da una señala confusa, justo 
en un momento de escaso crecimiento económico e incertidumbre en los mercados. 
 
El proyecto recoge adecuadamente las recomendaciones y conclusiones de la 
Comisión Asesora Transversal, no obstante lo cual no se vislumbra una mejoría 
significativa respecto de la institucionalidad existente.   
 
Por el contrario, la certeza jurídica para el inversionista pierde calidad respecto de la 
que tiene hoy cuando suscribe un contrato de inversión extranjera (aunque renuncie 
a la invariabilidad tributaria). En efecto, Chile está en una zona geográfica no 
precisamente amistosa para la inversión extranjera.  En la región se ven jurisdicciones 
en que continuamente se discrimina a los dueños de capitales extranjeros, llegando a 
la expropiación o prohibición de remesar utilidades y capital. Por algo la IED en los 
otros países de América Latina y el Caribe bajó un 19% en 2014. El inversionista 
extranjero necesita saber que Chile es un destino “óptimo” de inversión, con un 
marco legal seguro. Sin contrato-ley está menos protegido frente a eventuales 
discriminaciones o a posibles expropiaciones, quedando en un pie menos seguro. Por 
su parte, sin los beneficios específicos a los grandes proyectos mineros, pareciera que 
dichos proyectos han perdido prioridad a la hora de atraer inversión a nuestro país. 
 
El nuevo sistema entrará en “régimen” a partir del 1 de enero de 2020, y sus efectos 
sólo se podrán apreciar en el muy largo plazo, cuando Chile puede ya haber perdido 
su ventaja competitiva como país destino de las inversiones extranjeras. 

                                                           
i
  Según estadísticas del Banco Central, durante el período 2010 – 2013, aproximadamente un 32% de la IED 
total registrada, se acogió al DL 600. 
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ii
 Mensaje Presidencial del Proyecto de Ley de Reforma Tributaria. 

iii
 Existe evidencia de que la Inversión Extranjera impulsa productividad y competencia. 

iv
 Art. 23 transitorio Ley 20.780 dispone expresamente: “A más tardar el 31 de enero de 2015, se enviará al 

Congreso Nacional un proyecto de ley que cree una nueva institucionalidad en materia de inversión 
extranjera. Si llegado el plazo a que se refiere el artículo 9° de la presente ley, no ha entrado en vigencia la 
ley a que se refiere el inciso anterior, el referido plazo se entenderá prorrogado, para todos los efectos 
legales, por el solo ministerio de la ley, hasta la fecha en que se cumpla la precitada condición.” 
v
 El inversionista que opta por esta invariabilidad tributaria no se verá afectado, por ejemplo, por un alza en 

el Impuesto Adicional. 
vi
 Sujeto al cumplimiento de ciertos requisitos. 

vii
 En consecuencia, no se verán afectados por el alza de la tasa, la ampliación de la base de cálculo o 

cualquier otra modificación que se introduzca y que haga directamente más gravoso el Impuesto Específico 
a la Actividad Minera. 
viii

 El PDL recoge las recomendaciones de la Comisión Asesora (formada a partir del Protocolo de Acuerdo del 
8 de julio de 2014 en el Senado para aprobar la Reforma Tributaria, en que se plasma la conveniencia y los 
beneficios de la IED en Chile. 
ix
 Hacemos presente, eso sí, que se respetarán los derechos adquiridos por los Inversionistas Extranjeros que 

tengan un Contrato de Inversión Extranjera” vigente al momento de entrar en vigencia la nueva ley (1 de 
enero de 2016) hasta la terminación de los contratos de acuerdo a los términos y condiciones reflejados en 
los respectivos contratos. 
x
 Según estadísticas del Comité de Inversiones Extranjeras, el 44,5% de las IED totales entre 2019 y 2013 se 

destinaron a la Minería. 
xi
 Así afirmaciones desafortunadas como la teoría de la “retroexcavadora” y otras afines no contribuyen a 

dar una tranquilidad al potencial inversionista extranjero. 
xii

 Se puede argumentar que el contrato-ley ya no sería necesario porque Chile es “Investment Grade”, pero 
de ser así, no hace necesario su derogación, por cuanto naturalmente caería en desuso, y hasta el momento, 
al menos el 30% de las IED optan por acogerse al DL 600 y firmar el Contrato Ley.  Adicionalmente, si no hay 
Contrato de Inversión Extranjera (que hoy fija el destino preciso de la inversión y exige informar cada futuro 
cambio del mismo), los derechos i-iii más arriba no se pueden fiscalizar, y podría prestarse para quienes no 
sean realmente inversionistas extranjeros se aprovechen para eludir restricciones cambiaras. El contrato 
además de dar garantías al inversionista, acota la inversión que asume el Estado. 
xiii

 Existen poderosos incentivos para esto, ya que con la Reforma Tributaria, los inversionistas extranjeros 
que provengan de jurisdicciones respecto de los cuales Chile haya suscrito tratados de doble tributación 
estarán afectos a una carga impositiva total menor (35%)) que los chilenos que opten por el sistema de 
tributación parcialmente integrada (44,45%). Este incentivo no existía antes de la Reforma, pues los 
extranjeros tributan igual (sin invariabilidad tributaria) o más  (con invariabilidad tributaria) que los chilenos.  
Además, si llegaran a restablecerse restricciones cambiaras en Chile, los chilenos podrían soslayar las 
restricciones “vistiéndose” de inversionistas extranjeros. 
xiv

 Esto parece ser una forma astuta de prorrogar el DL 600 por 4 años y transferir el costo de cambiar la 
normativa a la próxima administración. La sola inclusión de esta norma es un reconocimiento a lo riesgoso 
que es terminar con el DL 600. 


